
LEY 31 DE 1992 

(29 de diciembre) 

Por la cual se dictan las normas a las que deberá sujetarse el Banco de la República 

para el ejercicio de sus funciones, el Gobierno para señalar el régimen de cambio 

internacional, para la expedición de los Estatutos del Banco y para el ejercicio de 

las funciones de inspección, vigilancia y control del mismo, se determinan las 

entidades a las cuales pasarán los Fondos de Fomento que administra el Banco y 

se dictan otras disposiciones. 

El Congreso de Colombia, 

DECRETA: 

Artículo 54. Publicidad y Reserva de Documentos. Los documentos en los cuales 

consten las actuaciones y decisiones de carácter general que con base en aquellas haya 

adoptado la Junta Directiva en su condición de autoridad monetaria, cambiaria y crediticia, 

no están sujetos a reserva alguna. 

Los demás documentos del Banco gozan de la reserva prevista en el artículo 15 de la 

Constitución Política. 

No obstante lo anterior, los documentos de trabajo que hayan servido de sustento para 

decisiones adoptadas por la Junta Directiva en su carácter de autoridad monetaria 

cambiaria y crediticia, serán de acceso público a menos que por razones de interés 

general para la economía nacional, a juicio de la Junta, deben mantenerse bajo reserva 

que en ningún caso podrá exceder de tres (3) años, contados a partir de su elaboración. 

Parágrafo. Toda persona al servicio del Banco de la República y de la Auditoría está 

obligada a guardar la reserva sobre los asuntos, organización y operaciones del Banco.  

Artículo 55. Conservación de documentos. El Banco estará obligado a conservar, 

durante el plazo mínimo de seis (6) años, sus libros, formularios y demás documentos 

contables así como la correspondencia que reciba o dirija. Dentro de dicho término podrá 

destruirlos luego de haberlo microfilmado o cuando por cualquier otro medio técnico 

adecuado se garantice su reproducción exacta excepto cuando se trate de documentos 

públicos en los cuales consten sus decisiones, reglamentos y actuaciones como autoridad 

monetaria, cambiaria y crediticia y los contratos que celebre con entidades de derecho 

público, nacionales o internacionales. 

El plazo se contará desde la fecha del último asiento hecho con base en ellos o desde la 

fecha en que se hayan extendido, según corresponda. 

La conservación de los demás documentos no incluidos en los incisos anteriores será 

reglamentada por el Banco. 

Los documentos públicos podrán ser remitidos al Archivo General de la Nación. 


